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Conforme a la Constitución Política del Estado, al Instituto Electoral de Michoacán le corresponde organizar los procesos de referéndum y plebiscitarios que sean solicitados por el Congreso del Estado o el Poder Ejecutivo estatal, según se trate, pero esto debe hacerse conforme a las leyes que, en su momento, emita el Legislativo. 


Así se dio a conocer este día en sesión especial del Consejo General del órgano electoral, donde también se aclaró que si el IEM participara, en este momento, en ejercicios de esta índole, estaría contraviniendo el principio de legalidad que rige la propia función del Instituto Electoral de Michoacán, tal y como se dispone en el artículo 98 de la Constitución Política del Estado. 


Con tres votos a favor y dos abstenciones, el Consejo General del IEM aprobó el “Acuerdo en relación al escrito presentado por la presidenta del secretariado del Partido de la Revolución Democrática, el presidente del Partido del Trabajo e integrantes del Congreso de la Unión y del Congreso del Estado del Partido de la Revolución Democrática, a través de la cual se solicita que el Instituto Electoral de Michoacán proporcione asistencia y asesoría técnica para la organización, desarrollo y conclusión de la consulta ciudadana del estado de Michoacán, sobre la reforma energética, que se realizará en la entidad el 27 de junio del 2008”. 


Como segundo punto del acuerdo, se determinó que “la asistencia y asesoría técnica solicitada para la organización, desarrollo y conclusión de la consulta, implicaría involucrarse en una tarea que como se ha visto no puede ser ejercida por el instituto si no se recibe la solicitud de quienes están facultados para ello y se establecen los lineamientos legales para su desarrollo; pues conforme al principio de legalidad multicitado, las autoridades sólo pueden hacer aquello que la ley expresamente les permite”. 

Mientras que en el tercer punto del acuerdo se menciona que el Instituto Electoral de Michoacán “sí está en condiciones de coadyuvar con los solicitantes a través de proporcionarles, en los términos de la ley de la materia, la información pública relativa a los procesos electorales, que pueda ser de utilidad para los trabajos de organización de la consulta, previa solicitud que al efecto se haga”. 


Fue el pasado 27 de junio del presente año, cuando Fabiola Alanís Sámano, presidenta del Secretariado del Partido de la Revolución Democrática, Reginaldo Sandoval Flores, presidente del Partido del Trabajo, y los legisladores  federales y locales Jesús Garibay García, Francisco Márquez Tinoco, Raúl Morón Orozco, José Jesús Lucas Ángel y Miguel Ángel Arellano Pulido, presentaron un escrito dirigido a la presidencia y consejeros del IEM, por medio del cual solicitaron: “proporcione asistencia y asesoría técnica para la organización, desarrollo y conclusión de la Consulta Ciudadana del Estado de Michoacán, sobre la Reforma Energética que se realizará en la entidad el día 27 de julio del año en curso”. 

Posteriormente, el 30 de junio de este año, en sesión ordinaria del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, se informó sobre la solicitud que por escrito llegó al órgano electoral, por lo que se ordenó distribuir copia de la misma a todos los integrantes para su revisión y posterior resolución. 

De acuerdo con la ley, y con los artículos citados por los solicitantes (98 de la Constitución, 101 y 102 del Código Electoral) al Instituto Electoral de Michoacán le corresponde organizar los procesos plebiscitos y referéndums, como figuras de consulta ciudadana; pero se prevé que ello debe hacerse “en los términos y con las formalidades establecidas en la ley de la materia”. 


Es decir, el ejercicio del derecho de los ciudadanos michoacanos de participar en procedimientos de referéndum, plebiscito e iniciativa popular (a los que se hace referencia en el artículo 8 de la Constitución Política del Estado), está sujeto a una regulación, a través de una ley, en la que se establezcan los términos y las formalidades en que han de soportarse y a los que deben someterse las autoridades competentes, para la determinación y organización de los procesos. 

Además, de acuerdo al criterio de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, para posibilitar el derecho ciudadano que se ocupa y para que la autoridad esté en condiciones de cumplir con su encomienda, es indispensable que el legislador ordinario emita la ley reglamentaria respectiva (principio de reserva de ley). 


En este acuerdo que se aprobó, los integrantes del Consejo General del IEM argumentaron que existen disposiciones constitucionales en las que se prevé que para un ejercicio de plebiscito, le corresponde al gobernador: “Consultar a los ciudadanos, a través de plebiscito, sobre actos o decisiones, cuando lo considere trascendental para la vida pública y el interés social del Estado, conforme a los procedimientos y formalidades que establezca la ley de la materia”. 


Mientras que sobre el referéndum, es atribución del Congreso: “Someter a referéndum las leyes y decretos que considere sean transcendentales para el orden público o el interés social del Estado, conforme a los procedimientos y formalidades que establezca la ley en la materia”.

